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Expediente 66001-31-03-005-2004-00200-01




Se resuelve le recurso de APELACIÓN interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante contra la sentencia proferida el veintidós (22) de octubre de dos mil ocho (2008), por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en el proceso Ordinario (REIVINDICATORIO), promovido por SYLVIA TATIANA CHAVEZ BLANCO, LUZ MARINA ESTRADA CASTAÑO y LUÍS FERNANDO ROJAS HERNÁNDEZ en frente de ARISTÓBULO VALENCIA LONDOÑO.
I. RESUMEN DE ANTECEDENTES:

                        En el Despacho judicial citado mediante apoderado judicial, los señores SYLVIA TATIANA CHAVEZ BLANCO, LUZ MARINA ESTRADA CASTAÑO y LUÍS FERNANDO ROJAS HERNÁNDEZ solicitan que se declare que les pertenece en dominio pleno y absoluto los bienes muebles consistentes, en su orden los siguientes:
· Retroexcavadora marca JOHN DEERE, modelo 310 SE 1997, 4X4, serie T0310SE8311283, No de motor T04045T715969.
· Volqueta, marca KAMAS, placa UFP-144, modelo 1995, servicio público, capacidad 18 toneladas, línea 54112, motor EBDT6752U1475, chasis/serie XTC5511200R1021373.

· Doble Troque, marca KAMAS, placa SQA-657, modelo 1994, motor 11176861, color rojo, chasis/serie XTC541120P1026982.




Como consecuencia de lo anterior, se condene al demandado a restituir los bienes arriba mencionados, al igual que los dineros consistentes en el valor de los frutos naturales o civiles que hayan dado, desde el momento en que el demandado adquirió la posesión  de los mismos (22 de enero de 2004), al igual que las utilidades que los dueños hubieren podido percibir, con mediana inteligencia y cuidado.



Los fundamentos de las anteriores pretensiones pueden resumirse así:




1.) El demandado en el mes de marzo de 2001, presentó demanda ejecutiva en contra de los señores JOSÉ FERNANDO GARCÍA FLÓREZ, MAURICIO GONZÁLEZ y VÍCTOR ROLANDO BLANCO GARZÓN, la cual fue tramitada en el Juzgado 4º Civil del Circuito de Pereira, en la que solicitó el embargo y secuestro de los bienes arriba mencionados, los cuales aseguró el demandando que la posesión pertenecía a este último.



2.) Referente a la retroexcavadora, sustenta la señora CHAVEZ BLANCO, que pertenece la posesión y dominio del mismo, pues adquirió los derechos del señor VICTOR ROLANDO BLANCO GARZÓN mediante sucesión hecha el 25 de marzo de 1998, como consta en el reverso de la factura No. 0802 de la distribuidora NISSAN S.A.



3.) Respecto de la volqueta de placas UFP-144 y el doble troque de placas SQA-657, manifiestan la señora ESTRADA CASTAÑO y el señor ROJAS HERNÁNDEZ en su orden, que pertenece la posesión y el dominio, la primera desde el 20 de noviembre de 1997 y el segundo desde el 27 de diciembre de 1996, tal y como constan en los certificados de tradición de dichos vehículos.



4.) Mediante sentencia proferida por el Juzgado mencionado el 19 de septiembre de 2002, se ordenó seguir adelante con la ejecución del crédito, decretando el remate y avalúo de la posesión de los bienes secuestrados, siendo todos estos bienes rematados mediante diligencia judicial practicada el 22 de enero de 2004, y adjudicada la posesión al aquí demandado, quien, no obstante carece del dominio, toda vez que esté pertenece a los actores.



5.) Es de anotar que cuando se practicó el secuestro de la retroexcavadora la señora SILVIA TATIANA CHAVEZ BLANCO promovió oportunamente el levantamiento de tal medida, y aunque fue favorecida con decisión de primera instancia, la misma fue revocada por el Honorable Tribunal Superior de este distrito.




No sucedió lo propio con las diligencias de secuestro de la volqueta de placas UFP-144 y del doble troque de placas SQA-657, habida cuenta que ni la señora LUZ MARINA ESTRADA CASTAÑO ni el señor LUÍS FERNANDO ROJAS HERNANDEZ fueron informados de tal medida por el arrendatario, señor VICTOR ROLANDO BLANCO GARZÓN, razón por la cual no pudieron promover incidente alguno.




A la demanda se adjuntó la documentación que aparece a folios 12 a 35 del cuaderno principal, entre la que se destaca la factura de la retroexcavadora, los certificados de propiedad de los aparatos restantes, copias del juicio ejecutivo antes referido y la audiencia prejudicial de conciliación, como requisito de procedibilidad.



Luego de corregido, el libelo fue admitido mediante auto del quince (15) de abril de dos mil cinco (2005), el cual fue notificado personalmente al demandado (folio 67 cuaderno principal).




En forma oportuna, por conducto de apoderado judicial, contestó los hechos de la demanda; al igual que manifestó oponerse a la totalidad de las pretensiones, sin proponer excepciones.



Igualmente, hubo denuncia del pleito por parte del demandado, al señor VÍCTOR ROLANDO BLANCO GARZÓN, en razón de ser la persona que le debía dinero y por tal motivo, a quien se le promovió el proceso ejecutivo por medio del cual se adjudicó los vehículos que estaban en su posesión. Siendo el denunciado notificado el 20 de octubre de 2006, contestando en forma oportuna y mediante apoderado judicial, pronunciándose respecto de los hechos de la denuncia del pleito, oponiéndose a las pretensiones, y proponiendo la excepción  que denomino “Falta de la Calidad de Poseedor con la que se cita al Demandado”.



El proceso se impulsó en todas sus fases, con la práctica de pruebas de variada índole (entre otras, documentales, testimonios, pericial y oficios).



La primera instancia se desató con fallo desfavorable a las pretensiones de los actores y con la respectiva condena en costas a favor del demandado, decisión que fue apelada por su apoderado judicial. 

II. MOTIVACIONES DEL FALLO E

INCONFORMIDAD DEL RECURRENTE.



      A) Luego de verificar la concurrencia de los presupuestos procesales y el contenido de los artículos 946 y 952 del Código Civil, el Juez a-quo inicia un análisis relativo a la legitimación de las partes. A poco razonar, y sin perjuicio de que más adelante se den más detalles de su motivación, halla que los demandantes no ostentan la calidad de propietarios de los vehículos porque aunque acreditan el modo de la tradición con las certificaciones pertinentes de las autoridades de tránsito, no demuestran el título, vale decir, la forma como adquirieron los bienes objeto de reivindicación. Agrega, igualmente, que tampoco se pudo probar que el demandado tenga la calidad de poseedor de los mismos.



Citando doctrina pertinente al caso, resuelve, entonces, denegar las pretensiones de la demanda y condenar en costas a los demandantes.



B.) El apoderado judicial de los actores de su parte, manifiesta que el a-quo interpretó mal la ley, y sostiene que la legitimación de las partes sí se demostró con la documentación obrante en autos y que, lo que atañe al demandado, él adquirió la posesión de los bienes, por adjudicación que se le hiciera en diligencia de remate, situación está que fue confesada por él mismo. 




Aquí el negocio se ha tramitado conforme a derecho y pasa a resolverse lo pertinente previas las siguientes,

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Los presupuestos procesales están correctamente formados.




Empero, en cuanto atañe con los presupuestos esenciales para la prosperidad en juicio de la acción reivindicatoria –y en dos de ellos va envuelta la legitimación por activa y por pasiva- se destaca que el Juez a-quo, optó por negar las pretensiones porque en su concepto “no se aportaron las pruebas que demostraran el contrato de compraventa o otra clase de contrato o providencia judicial o administrativa, mediante los cuales adquirieron”, la calidad de propietarios.



Y, respecto del demandado, porque tampoco se probó su posesión con ánimo de señor y dueño, sobre los vehículos objetos de reivindicación.




En otras palabras, el juez a-quo no encontró acreditados los elementos relativos a: i) título de dominio en los demandantes ni ii) posesión en el demandado.




Y en ello tiene razón porque, respecto del primer presupuesto, como bien lo destacó, solamente se aportó el certificado de tradición de la volqueta marca Kamas de placas UFP-144, a nombre de LUZ MARINA ESTRADA CASTAÑO, lo mismo que el correspondiente al doble-troque, de la misma marca de placas SQA-657, a nombre de LUÍS FERNANDO ROJAS HERNANDEZ, pero no los títulos, o sea, los actos jurídicos o contratos, mediante los cuales adquirieron dichos aparatos, lo que se hace necesario con el fin de saber precio, modalidades del negocio, si es el caso, si hubo entrega de la posesión etc., datos que es menester conocer para verificar la tradición completa de los bienes. 



De la misma manera, la propiedad sobre la retrocargadora marca “Jhon Deere” por parte de SILVIA TATIANA CHAVEZ BLANCO, tampoco está acreditada porque una simple cesión realizada al reverso de la factura comercial No. 0802 de folio 12 del cuaderno principal, no es prueba suficiente de la calidad de propietaria que invoca dicha demandante, por las mismas razones arriba expuestas.



Vale la pena recordar lo que sobre este punto ha dicho la doctrina de la Corte:

“…Y aunque de los cuatro elementos axiológico que, según la doctrina, integran el ejercicio airoso de la reivindicación, ninguno es superior o excluyente, el primero  de ellos, en el campo lógico jurídico, es el que exige que el demandante sea titular del derecho de propiedad sobre la cosa cuya restitución demanda. Y esto es así, porque aún en el supuesto de acreditarse plenamente los otros tres elementos de esa acción (cosa singular reivindicable o cuota determina de cosa singular, identidad entre lo poseído y lo pretendido, y posesión en el demandado) si el demandante no prueba el dominio que alega, no estaría legitimado para su ejercicio. Por el contrario, esa legitimación activa se ofrece si se prueba el primer elemento (dominio), aunque se falle en la prueba de los tres restantes…”




En cuanto al segundo requisito, arriba señalado, menos probado está, porque solamente se aportaron copias del remate efectuado en enero 22 del año 2004, a nombre del demandado ARISTOBULO VALENCIA LONDOÑO, pero no se acercó el auto aprobatorio del mismo, de una parte. De la otra, tales documentos sirven para demostrar parcialmente que se le adjudicó la posesión de los vehículos objeto de reivindicación en esa fecha, pero no para establecer que es el poseedor actual de tales máquinas.
Es preciso no perder de vista en este punto que la posesión es un hecho y, como tal, debe probarse con hechos, esto es, con todos los actos de índole posesoria, tangibles, que hayan dejado huella en el tiempo y en el espacio y que permitan deducir que el demandado es realmente poseedor con ánimo de señor y dueño de los bienes reivindicados; y que la posesión la ejerce con exclusión de todos los demás, pues, si no es así, la pretensión no puede salir avante, como en este caso. 




Obsérvese, que el propio demandado en el interrogatorio de parte que absolvió a petición del apoderado de los actores
, aunque confesó ciertos hechos, también agregó que los aparatos cuya posesión había adquirido por vía de remate, los enajenó “en los 45 días siguientes… a una empresa de nombre EMSUCO LIMITADA y su representante es WILSON GIRALDO”, explicación que hay que aceptársela al tenor de lo dispuesto en el art. 200 del C.P.C. “excepto cuando exista prueba que la desvirtúe”, cosa que aquí no ocurre.




Resulta pertinente traer a colación la siguiente doctrina de la misma Corporación:

“…Verdad es que la pretensión reivindicatoria, ha de dirigirse contra el actual poseedor del bien, por regla general (artículo 952 del Código Civil)… En este marco de ideas es al actor al que corresponde señalar contra quiénes dirige la demanda reivindicatoria, y, como es natural, del señalamiento acertado que haga, esto es, que sí sean ellos los poseedores actuales del bien, dependerá en parte el buen suceso de la pretensión…”




No prosperan por, tanto, las suplicas de la demanda, como bien lo dispuso el Juez a-quo, sin que sean atendibles los argumentos expuestos para sustentar el recurso, toda vez que, reitérase, dos presupuestos sustanciales en materia de reivindicación no fueron debidamente probados.
IV. CONCLUSIONES Y FALLO.



Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado, sin que haya condena en costas, puesto que no se han causado.



En merito de lo expuesto el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil – Familia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 




RESUELVE:




1°) SE CONFIRMA en todas sus partes la sentencia proferida el veintidós (22) de octubre de dos mil ocho (2008), por el JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en el proceso Ordinario (REIVINDICATORIO), promovido por SYLVIA TATIANA CHAVEZ BLANCO, LUZ MARINA ESTRADA CASTAÑO y LUÍS FERNANDO ROJAS HERNÁNDEZ en frente de ARISTÓBULO VALENCIA LONDOÑO



2°) Sin costas en esta instancia porque no se han causado.




COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,




Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
Fernán Camilo Valencia López
� Jurisprudencia Civil del Corte, año 1983. Tomo Primero, José J. Rincón. Pág. 119.


� Cuaderno No. 4 Pág. 1.


� Extractos de Jurisprudencia. Segundo Trimestre de 1990, Pág. 106.
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